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1. Disposiciones generales

CONSEJERIA DE LA PRESIDENCIA

DECRETO 117/2000, de 11 de abril, por el que
se crean los Servicios de Prevención de Riesgos Labo-
rales para el personal al servicio de la Administración
de la Junta de Andalucía.

La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de
Riesgos Laborales (LPRL) configura el marco general en el
que habrá de desarrollarse la política de protección de la salud
de los trabajadores mediante las distintas acciones preventivas
que en ella se regulan.

Instrumento fundamental de la acción preventiva en la
empresa son los servicios de prevención de obligada creación,
según se regula en el Capítulo IV de la LPRL, a través de
los cuales se estructura dicha acción. Si bien son varias las
modalidades de constitución que se prevén en el artículo 10.1
del Real Decreto 39/1997, de 17 de enero, por el que se
aprueba el Reglamento de los Servicios de Prevención de Ries-
gos Laborales (RSP), la que procede asumir en el ámbito de
la Administración de la Junta de Andalucía, dada su dimensión,
es la de Servicio de Prevención propio.

Los Servicios de Prevención se definen en el artículo 31.2
de la LPRL como el conjunto de medios humanos y materiales
necesarios para realizar las actividades preventivas a fin de
garantizar la adecuada protección de la seguridad y la salud
de los trabajadores, asesorando y asistiendo para ello al empre-
sario, a los trabajadores y a sus representantes y a los órganos
de representación especializados. Constituirán una unidad
organizativa específica en la empresa y sus integrantes dedi-
carán de forma exclusiva su actividad a la finalidad del mismo,
conforme a lo establecido en el artículo 15.1 del RSP.

De acuerdo con el artículo 15.2 del RSP, los Servicios
de Prevención deben contar, obligatoriamente, con al menos
dos de las especialidades o disciplinas preventivas previstas
en el artículo 34 del RSP y que son: Medicina del trabajo;
seguridad en el trabajo; higiene industrial, y ergonomía y psi-
cosociología aplicada. El carácter interdisciplinario en cuanto
a las funciones que tiene que cumplir implica su dotación
en instalaciones y medios humanos y materiales cohesionados
en su conjunto y adecuados a las actividades preventivas de
cada especialidad, pues conforme al artículo 15.2 RSP, deben
ser ejercidas de forma coordinada por personal experto con
la capacitación requerida.

En este sentido, y en concordancia con lo dispuesto en
el artículo 31.1 LPRL, ha de tenerse en consideración que
en el seno de su organización esta Administración cuenta ya
en cada ámbito provincial con una dotación de medios huma-
nos y materiales adscritos a los Centros de Seguridad e Higiene
en el Trabajo, que fueron creados por el Decreto 97/1983,
de 6 de abril, por el que se desarrolla la estructura orgánica
de las Delegaciones Provinciales de la Consejería de Trabajo
y Seguridad Social, en favor de la salud y la seguridad de
los empleados públicos que pueden servir de base, al menos
en su mayor parte, como soporte de las actividades preventivas
aplicables al conjunto de dichos empleados que desempeñan
sus funciones en dicho ámbito provincial. Cuestión esta que
no debe obviarse por razones no ya sólo económicas sino
por lo que supone, además, de activa contribución en favor
de la salud y la seguridad de sus propios empleados, pro-
curando los medios para una mejora de la acción preventiva.

Con la concentración de medios en un único Servicio
de Prevención por cada provincia con competencias sobre
todos los centros y empleados públicos de esa demarcación
geográfica se persigue una acción conjunta e integrada en

todos los niveles y sectores funcionales de la Administración
autonómica tanto para la evaluación de los riesgos como para
la adopción de medidas de protección contra ellos, facilitando
al propio tiempo alcanzar uno de los objetivos que marca
la propia LPRL que es el que la organización y planificación
de las medidas de protección de la salud de los trabajadores
de una empresa se integren como una unidad más de su
proceso productivo.

No obstante, si bien el desempeño de los puestos carac-
terísticos del servicio público engendra riesgos comunes a
quien lo ejerce, también es cierto que en función del tipo
de servicio público que se presta se puede estar expuesto
a determinados riesgos específicos de esa función, de aquí,
que dentro de la estructura funcional del servicio de prevención
sea necesario contar con una adecuada división que garantice
la atención de los riesgos particulares de cada sector de acti-
vidad. En este sentido, hay que destacar las especificidades
organizativas y de situaciones de riesgos laborales de los Cen-
tros Sanitarios a cuyo efecto se prevé un desarrollo organizativo
para este sector en consonancia con sus singularidades, al
igual que para cualquier otro sector de actividad en el que
concurran factores de riesgos y de organización que lo
justifiquen.

Así pues, por la presente norma se dispone la adaptación
organizativa de los Centros de Seguridad e Higiene en el Tra-
bajo mediante la creación de unidades administrativas espe-
cíficas dentro de su estructura orgánica que constituirán los
Servicios de Prevención de Riesgos Laborales de la Adminis-
tración de la Junta de Andalucía, con competencias sobre
todos los centros de trabajo incluidos en su ámbito funcional
y territorial, así como sobre el personal que presta sus servicios
en dichos centros, todo ello sin menoscabo de las compe-
tencias que la propia LPRL, en su artículo 7, le atribuye a
las Administraciones Públicas, y que han venido siendo
desarrolladas por los citados Centros. Asimismo, se establecen
las bases para la implantación de los adecuados instrumentos
de control a que se refiere el apartado 2 de la Disposición
Adicional Cuarta del RSP, en sustitución de las obligaciones
contenidas en el Capítulo V de dicho Reglamento en materia
de auditorías, que no son de aplicación a las Administraciones
Públicas.

La adaptación de la citada Ley 31/95 a la Administración
Pública Andaluza, comprende además de los aspectos de orga-
nización de la actividad preventiva desarrollada por la presente
norma, los demás contemplados en aquélla y en particular
los de participación y representación sindical, que habrá de
ser objeto de sucesivas disposiciones, enmarcadas a su vez
en los procesos de negociación con las organizaciones sin-
dicales.

En su virtud, a propuesta de las Consejerías de Gober-
nación y Justicia y de Trabajo e Industria, previa consulta
con las organizaciones sindicales más representativas y deli-
beración del Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía,
en su reunión de 11 de abril de 2000,

D I S P O N G O

Artículo 1. Objeto.
El objeto del presente Decreto es la creación de los

Servicios de Prevención propios en materia de riesgos laborales
en el ámbito de la Administración de la Junta de Andalucía
como instrumentos de la acción preventiva que garantice el
derecho de los empleados públicos a su servicio a una ade-
cuada protección de su seguridad y salud, así como el esta-
blecimiento de los instrumentos para su control.



BOJA núm. 45Página núm. 6.166 Sevilla, 15 de abril 2000

Artículo 2. Constitución y ámbito funcional.
1. Se constituye un Servicio de Prevención en cada pro-

vincia con competencias en todos y cada uno de los centros
de trabajo incluidos dentro de la organización de la Admi-
nistración autonómica así como sobre el personal que preste
sus servicios en dicho ámbito territorial y funcional.

2. Se constituyen, igualmente, unidades de prevención
que se ocuparán de los riesgos laborales específicos del sector
sanitario, así como para cualquier otro sector de actividad
en el que concurran factores de riesgos laborales y de orga-
nización que lo justifiquen.

Estas unidades de prevención se constituirán de acuerdo
con los criterios organizativos que se establezcan conforme
a la normativa que se desarrolle de forma conjunta por las
Consejerías de Trabajo e Industria y Salud. Estas unidades
serán competentes para ejercer en los centros o ámbitos donde
se constituyan las acciones preventivas que se derivan del
artículo 5 de este Decreto.

Artículo 3. Ambito de aplicación.
El presente Decreto y sus normas de desarrollo serán de

aplicación tanto en el ámbito de la relación laboral como en
el de las relaciones de carácter administrativo o estatutario
en que la posición de empleador es ocupada por la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía, con las peculiaridades
que para cada sector de actividad deben planificarse en aten-
ción a los factores de riesgos laborales a los que está sometida
la salud e integridad física.

Artículo 4. Organización.
1. Cada Servicio de Prevención se organizará en unidades

administrativas que dependerán directamente del Director del
Centro de Seguridad e Higiene en el Trabajo al que se adscriba
quien ejercerá la jefatura del Servicio de Prevención, e integrará
las disciplinas preventivas de medicina del trabajo; de segu-
ridad en el trabajo; higiene industrial, y ergonomía y psico-
sociología aplicada y, a su vez, éstas se estructurarán de forma
que garanticen una atención específica al personal que presta
sus servicios en los distintos sectores funcionales de la Admi-
nistración. Las unidades de prevención que se constituyan,
podrán integrar asimismo las cuatro disciplinas citadas.

2. Existirán, asimismo, otras unidades, que no sólo pres-
tarán apoyo a las anteriores, sino que podrán ejercer las demás
funciones previstas en el artículo 7 de la Ley de Prevención
de Riesgos Laborales y normas de desarrollo.

3. Corresponderá a la Dirección General de Trabajo y
Seguridad Social de la Consejería de Trabajo e Industria la
coordinación de los Servicios de Prevención y unidades de
prevención, sin perjuicio de la dependencia de éstas que
corresponderá al ámbito administrativo para las que se
constituyen.

Artículo 5. Funciones de los Servicios de Prevención.
Sin perjuicio de las funciones que con carácter general

se derivan de la propia Ley de Prevención de Riesgos Laborales
y Reglamento de los Servicios de Prevención, los Servicios
de Prevención deberán estar en condiciones de proporcionar
a los órganos, entidades y organismos de la Administración
de la Junta de Andalucía el asesoramiento y apoyo que precise
en función de los tipos de riesgos en ella existentes y en lo
referente a:

a) El diseño, aplicación y coordinación de los planes y
programas de actuación preventiva.

b) La evaluación de los factores de riesgo que puedan
afectar a la seguridad y la salud de los trabajadores en los
términos previstos en el artículo 16 de la Ley de Prevención
de Riesgos Laborales.

c) La determinación de las prioridades en la adopción
de las medidas preventivas adecuadas y la vigilancia de su
eficacia.

d) La información y formación de los trabajadores.
e) La determinación de los medios para la prestación

de los primeros auxilios y planes de emergencia.
f) La vigilancia de la salud de los trabajadores en relación

con los riesgos derivados del trabajo.
g) La información y asesoramiento a los órganos de par-

ticipación y representación.

Artículo 6. Dotación de medios.
1. Para el desarrollo de sus funciones los Servicios de

Prevención serán dotados de los medios suficientes y ade-
cuados a sus cometidos, teniendo en cuenta las necesidades
reales de cada ámbito territorial o funcional, siendo la Con-
sejería de Trabajo e Industria la que determine los medios
materiales y humanos necesarios para los Servicios de Pre-
vención y, conjuntamente con la Consejería u Organismo afec-
tado, para las unidades de prevención, salvo en lo concerniente
a los medios necesarios para la vigilancia de la salud que
corresponderá, en todo caso, a la Consejería de Salud. Todo
ello, previa consulta con las organizaciones sindicales, de
acuerdo con lo dispuesto en la Ley 31/1995, de Prevención
de Riesgos Laborales.

2. Para el ejercicio de la actividad de vigilancia de la
salud cada Servicio de Prevención contará con una estructura
y con los medios propios adecuados, sin perjuicio de la cola-
boración de las instituciones sanitarias en lo relativo a las
especialidades médicas. Igualmente, contará con el apoyo de
los servicios técnicos y de otras unidades que puedan prestarle
asesoramiento y colaboración.

Artículo 7. Garantías y sigilo profesional del personal que
integre los Servicios de Prevención.

1. El personal que desempeñe sus funciones en los Ser-
vicios de Prevención gozará, en el ejercicio de las mismas,
de las garantías que para los representantes de los trabajadores
establecen, según el caso, las letras a), b) y c) del artícu-
lo 68 y el apartado 4 del artículo 56 del Texto Refundido
de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el
Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, o primer
párrafo de la letra e) del artículo 11 de la Ley 9/1987, de
12 de junio, de órganos de representación, determinación de
las condiciones de trabajo y participación del personal al ser-
vicio de las Administraciones Públicas.

2. Asimismo, deberán guardar sigilo profesional sobre la
información a la que tuvieran acceso como consecuencia del
desempeño de sus funciones.

Artículo 8. Instrumentos de control.
1. Los Servicios de Prevención deberán someterse a con-

trol, mediante evaluaciones, con carácter periódico, y, en todo
caso, una vez finalizado el proceso de evaluación de riesgos.
Su realización corresponderá a la Dirección General de Orga-
nización Administrativa e Inspección General de Servicios de
la Consejería de Gobernación y Justicia, asesorada por técnicos
especializados en cada una de las funciones que gestionan
dichos Servicios, sin perjuicio de que en los ámbitos donde
existan unidades de prevención se realice conjuntamente con
los servicios de inspección sectoriales.

2. La evaluación, como instrumento de control que ha
de incluir una valoración de la eficacia, documentada y objetiva
de la eficacia del sistema de prevención, deberá ser realizada
de acuerdo con las normas técnicas establecidas o que puedan
establecerse y teniendo en cuenta tanto la información recibida
de los técnicos asesores como de los empleados públicos y
tendrá como objetivos los previstos en los apartados a), b)
y c) del artículo 30 del Reglamento de los Servicios de
Prevención.

3. Los resultados de dicha evaluación se reflejarán en
un informe en el que se incluirán propuestas tendentes a la
mejora de los servicios de prevención.
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El informe se mantendrá a disposición de la autoridad
laboral competente y una copia del mismo se entregará a
las organizaciones sindicales presentes en los distintos foros
de negociación de las condiciones de trabajo del personal
incluido en el ámbito de esta disposición.

Disposición adicional única. Habilitación reglamentaria.
Las Consejerías de Gobernación y Justicia y de Trabajo

e Industria adecuarán la relación de puestos de trabajo a las
necesidades derivadas del presente Decreto y lo desarrollarán,
junto con la Consejería de Salud, en aquellos aspectos que
consideren necesarios para una correcta aplicación de las nor-
mas en él contenidas.

Disposición final primera. Derogación.
Quedan derogadas todas las normas de igual o inferior

rango en lo que contradigan o se opongan al presente Decreto.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.
El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al

de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 11 de abril de 2000

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

en funciones

GASPAR ZARRIAS AREVALO
Consejero de la Presidencia

en funciones

CONSEJERIA DE GOBERNACION Y JUSTICIA

RESOLUCION de 22 de marzo de 2000, del Ins-
tituto Andaluz de Administración Pública, por la que
se convoca la IV Edición de los Premios Blas Infante
de Estudio e Investigación sobre Administración y Ges-
tión Pública.

Para continuar promoviendo el interés por el estudio y
la investigación sobre la Administración Pública y las iniciativas
que desarrollen la gestión de los servicios públicos, se con-
vocan, en su cuarta edición, los premios Blas Infante de Estudio
e Investigación sobre Administración y Gestión Pública.

En virtud de lo expuesto y conforme a las facultades con-
feridas, se dicta la presente

R E S O L U C I O N

Primera. Objeto y modalidades.
1. Se convocan 3 Premios de Estudio e Investigación,

que se especifican a continuación:

A) Premio a trabajos de estudio e investigación originales
e inéditos sobre la organización política y la Administración
Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

B) Premio a trabajos de estudio e investigación originales
e inéditos sobre Administración Pública, su organización,
métodos y técnicas de la función pública, su perspectiva his-
tórica y de futuro y sobre su proyección europea.

C) Premio a trabajos y estudios de investigación sobre
iniciativas innovadoras que favorezcan la modernización de
la Administración Pública de la Junta de Andalucía y de la
Administración Local del territorio de Andalucía, incidiendo
en las técnicas y métodos de la gestión pública susceptibles
de contribuir, mediante su aplicación a la organización, a mejo-
rar la realización de las funciones públicas y la prestación
de los servicios públicos.

2. Respecto a todas las modalidades descritas, las obras
no deberán haber sido premiadas con anterioridad.

Segunda. Número y cuantía de los premios.
Se adjudicará un premio para cada una de las moda-

lidades, estando dotado cada uno de ellos con quinientas mil
pesetas. Si fueran varios los autores de las obras, los premios
se harán efectivos en la proporción en que éstos determinen.

Si el Jurado lo estima procedente, a la vista de los trabajos
presentados podrá conceder premios consistentes en mención
especial para cada una o alguna de las modalidades, hasta
un máximo de tres menciones especiales por cada modalidad,
que serán reconocidas mediante diploma y dotación de cien
mil pesetas.

Tercera. Destinatarios.
Podrán participar en esta convocatoria las personas con

nacionalidad de los Estados miembros de la Unión Europea.
Para la modalidad C, deberán se empleados públicos de la
Administración de la Junta de Andalucía o de la Administración
Local del territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Cuarta. Jurado.
El Jurado estará presidido por la Secretaria General para

la Administración Pública o persona en quien delegue y lo
integrarán cinco Vocales, entre ellos el Director del Instituto
Andaluz de Administración Pública y el Director General de
Organización Administrativa e Inspección General de Servicios,
siendo los tres restantes nombrados por el Presidente. Par-
ticipará como Secretaria, con voz y sin voto, la Secretaria Gene-
ral del Instituto Andaluz de Administración Pública.

Quinta. Presentación de las obras.
1. Las solicitudes de participación, según el Anexo, se

presentarán acompañadas de tres ejemplares de la obra, escri-
tas en castellano y a máquina a doble espacio y acompañadas
de diskette informático en procesador Word. En el caso de
la modalidad C, deberán acompañarse de memoria descriptiva
de la iniciativa presentada y cuantos elementos permitan deter-
minar su contenido y su carácter de aplicable a la gestión
pública.

2. La presentación se realizará en el Instituto Andaluz
de Administración Pública o en las Delegaciones del Gobierno
de la Junta de Andalucía. El plazo de presentación finaliza
el 29 de septiembre del presente año.

Sexta. Derechos de edición.
Los autores de las obras que resulten premiados y los

que sean merecedores de mención especial, en ambos casos,
en las modalidades A y B, ceden los derechos de edición
de sus obras al Instituto Andaluz de Administración Pública,
pudiendo éste realizar su publicación y venta durante los próxi-
mos tres años, comprometiéndose a entregar gratuitamente
a los autores un total de cincuenta ejemplares de las obras
editadas. En relación con la modalidad C, el autor cede, si
fuera necesario, los derechos de uso y explotación a favor
de la Junta de Andalucía.

Séptima. Resolución y notificación.
La Secretaría General del Instituto Andaluz de Adminis-

tración Pública, a la vista del acta del Jurado, notificará la
concesión de los premios a los beneficiarios, publicándose
la Resolución en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Octava. Aceptación de los términos de la convocatoria.
La participación en la convocatoria supone la aceptación

expresa de sus términos y el sometimiento de los participantes
a la misma.

Sevilla, 22 de marzo de 2000.- El Director, Joaquín
Castillo Sempere.


